Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 9 minutos.) 


-En nombre de la Comisión de Industria, Energía, Comercio, Turismo y Servicios, damos la 
bienvenida al profesor Domingo Roverano, Presidente de la Asociación Uruguaya de Músicos; al 
profesor Julio César Baltar, Vicepresidente, y al licenciado Sergio Navatta, Secretario de dicha 
Institución. 


Los hemos recibido con el fin de escuchar su punto de vista acerca del proyecto de ley de 
Prestación de Servicios de Radio, Televisión y Otros Servicios de Comunicación Audiovisual. A los 
efectos de ordenar la sesión queremos informarles que cuentan con aproximadamente cuarenta y 
cinco minutos para su presentación. Con mucho gusto los escuchamos. 


SEÑOR BALTAR.- He venido como Vicepresidente de AUDEM. Antes que nada quisiera agradecerles 
la invitación. Durante el transcurso de la sesión, junto con el profesor Roverano y el licenciado Navatta 
vamos a brindar nuestra opinión sobre el proyecto de ley a estudio de la Comisión. 


SEÑOR NAVATTA.- Soy Secretario de AUDEM y quiero agradecer la posibilidad que nos brindan de 
Opinar sobre este tema tan importante, que obviamente está muy vinculado a nuestra actividad. 


El año pasado concurrimos a la Comisión respectiva de la Cámara de Representantes para 
plantear nuestro punto de vista y ahora vamos a centrarnos fundamentalmente en lo que tiene que ver 
con la actividad musical, a la que ya nos referimos cuando opinamos sobre algunos puntos del 
proyecto de ley. 


Entendemos que es necesario legislar en esta materia y, en líneas generales, estaríamos de 
acuerdo con el espíritu de esta norma. 


Tenemos algunas propuestas para hacer con respecto a la música. 


En primer término, entendemos que es necesario precisar el concepto de “música nacional”. 
La definición que se da en el artículo 3% (Definiciones), dice: “Música nacional: es aquella en la que el 
compositor, el autor de la letra o su intérprete son personas de nacionalidad uruguaya (natural o legal) 
independientemente del lugar en que la misma haya sido grabada o el origen de su producción 
fonográfica. Por intérprete nacional se entiende al director, solista o acompañantes destacados”. A 
nuestro juicio, esa definición no se ajusta al verdadero concepto porque siendo el intérprete nacional ya 
se consideraría música nacional y, entonces, toda la música extranjera terminaría siendo nacional. Si 
fuera así, todas las interpretaciones de los clásicos -Mozart, Beethoven, Tchaikovsky, entre otros- que 
se hagan aquí pasarían a ser nacionales. ¡Sería fantástico! 


(Hilaridad.) 


-Queremos precisar que estamos de acuerdo con esa definición siempre y cuando se diga 
que la “música nacional” sea de autor e intérprete nacional y no solo de intérprete, pues se hacen 
obras extranjeras. 


También estamos de acuerdo con promover y difundir a los intérpretes uruguayos e 
incrementar su fuente de trabajo. Por lo tanto, definir como “nacional” a una composición de un 
extranjero por ser interpretada por un uruguayo implica lo que decíamos anteriormente. 


En el Capítulo Il, Promoción de la producción audiovisual nacional, el artículo 52 establece 
porcentajes para la producción nacional, dejándose de lado -porque no se menciona- la musicalización 
de las obras audiovisuales de ficción nacional. Entendemos que la música nacional de autor nacional 


también debe ser tenida en cuenta en todos los porcentajes que se establecen para estas actividades. 
El no mencionarlas podría dar lugar a que se entendiera que se puede hacer ficción nacional -una obra 
de teatro o un teleteatro- con música de autor extranjero. Por lo tanto, pediríamos que también se 
incluya en el concepto de “ficción nacional” la composición inédita de autores nacionales. 


En el artículo 53, Promoción de la producción nacional de radio -la música es la mayor 
actividad que tenemos hoy día en la radio-, se establece la obligatoriedad de emitir al menos 30% 
(treinta por ciento) de música de origen nacional del total de su programación musical. Estaríamos de 
acuerdo con eso, siempre y cuando la definición se ajuste a lo que decíamos anteriormente porque 
igualmente, de la otra manera, hoy en día ya se estaría cumpliendo y con más de un 30%. 


Por lo tanto, sería conveniente ajustar en ese 30% la composición e interpretación nacional. 
También se podría agregar un 20% de música de intérpretes uruguayos de autores extranjeros, ya que 
eso ayudaría a promover y proteger al intérprete nacional. De esa manera, se contemplaría al autor y al 
intérprete de mejor manera. A modo de ejemplo, existe una actividad en la música que se denomina 
“cover” y justamente consiste en interpretar música de otros autores. 


Otro capítulo importante lo constituye la publicidad. Si bien se incluye una propuesta de 
regulación de su emisión, en ningún caso se hace referencia al origen y condiciones de su producción 
y realización. En otros países es común que al menos una cuota de la publicidad emitida localmente 
sea producida en el país. En ese sentido, también existe legislación en el Uruguay. 


El artículo 28 del Decreto 734/78 establece claramente que el 80% de la publicidad emitida en 
los medios debe ser de producción nacional. Sin embargo, esta normativa no se respeta, ni siquiera 
cuando el auspiciante es el propio Estado. Por lo tanto, la modificación sería que se aplique el Decreto 
a toda la actividad privada. Además, en un 100% de los casos se evade el contrato formal de trabajo 
artístico establecido por la Ley N* 18.384 de 2008, Estatuto del artista y oficios conexos, que es 
bastante reciente. 


A su vez, sería conveniente que en este proyecto de ley se hiciera referencia expresa a la 
legislación vigente para asegurar su pleno cumplimiento. Asimismo, atendiendo a la regulación de la 
actividad de comunicación audiovisual y de los contenidos culturales que pretende dicho proyecto de 
ley, debería incluirse el cumplimiento por parte de los medios públicos -por ejemplo, del Sodre- del 
pago de derechos de propiedad intelectual -que incluye a autores e intérpretes- que, desde hace 
muchos años, no se viene cumpliendo. El propio Estado debe ser un referente en esta materia y dar el 
ejemplo para luego exigirles a los medios privados el cumplimiento de esta normativa. Por ejemplo, en 
la Intendencia de Montevideo se cumple la normativa, pero en el Sodre, no. Según lo establecido en la 
legislación nacional e internacional, los titulares de los derechos de autor e intérprete, son los propios 
músicos. 


Por último, si bien el artículo 34 -publicidad protagonizada por niños, niñas y adolescentes- se 
refiere a la aplicabilidad de los artículos 184 y 185 del Código de la Niñez y la Adolescencia -Ley N* 
17.823- procurando preservar los derechos del niño, hoy en día en el ámbito de la producción 
publicitaria se somete a los niños y adolescentes a una explotación económica y laboral, al grado de 
que varias productoras, amparadas en la falta de controles de nuestro país, utilizan esta situación 
como una ventaja comparativa en la región para vender sus servicios. Consideramos que el hecho de 
que se utilice a las agencias de publicidad uruguayas como una ventaja comparativa dando a entender 
que venir a nuestro país a hacer publicidad y a utilizar a los niños es más fácil porque no existe control, 
es un tema muy importante. Me parece que esto también debería ser tenido en cuenta en este 
proyecto de ley porque la normativa ya se encuentra vigente. Por consiguiente, hacer referencia tanto a 
esta ley como al Estatuto del artista y oficios conexos, sería bueno porque se estaría recordando y 
apoyando de mejor manera el cumplimiento de toda la legislación vigente. 


Estos son los puntos que proponemos modificar en el proyecto de ley. De todas formas, 
dejaremos este material que puede servir para el estudio del tema de los señores Senadores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La verdad es que es muy bueno que nos dejen información escrita con todos 
los planteos de modificación. La iremos poniendo en una carpeta y contaremos con ella cuando 


analicemos el articulado. 


SEÑOR ROVERANO.- Buenas tardes, soy el Presidente de la Asociación Uruguaya de Músicos. Creo 
que mi compañero Sergio Navatta fue bastante claro en su exposición y, además, les dejaremos por 
escrito nuestras observaciones, por lo que podrán estudiarlas. 


Simplemente quiero recalcar que para los artistas uruguayos sería muy importante que se 
aprobara este proyecto de ley. Nosotros nos dedicamos a estudiar lo que nos corresponde 
especificamente como músicos y desconocemos los mecanismos con que se mueven otras áreas. En 
cuanto a la música, conocemos todos los aspectos porque la institución que represento hace setenta y 
cinco años que está trabajando en este tema. Reitero que nos cuesta opinar respecto a otras áreas 
porque no conocemos en profundidad los aspectos que inciden. 


Por mi parte, quiero recalcar que países capitalistas como Estados Unidos tienen 
reglamentaciones que son importantes para favorecer la actividad de los artistas locales. Eso existe no 
solo en Estados Unidos sino también en países mucho más grandes que nosotros y que mueven 
mayores cantidades de dinero. En consecuencia, dada la calidad de los artistas de nuestro país, 
considero que sería importante que este proyecto de ley se aprobara. No sé si habrá en el mundo un 
país tan chico como el nuestro que tenga músicos de la calidad de Federico Britos -amigo del señor 
Senador Couriel-, quien ha recibido seis premios Grammy o de Federico García Vigil. Me gustaría 
mencionar que tuve la oportunidad de tocar durante quince años con Federico García Vigil, por lo que 
lo conozco bastante y es como un hermano para mí. 


Mi generación tuvo que irse del país como consecuencia de la dictadura militar y pudo 
conocer otras realidades. Lo cierto es que todos alcanzaron un gran nivel, pudieron trabajar y, en lo 
que me compete, he conocido bastantes países. Creo que esta sería una oportunidad de apoyar no 
solo a la música nacional, sino también al teatro y a otros artistas para que no nos veamos invadidos 
por productos enlatados argentinos que degradan la cultura nacional. Por lo tanto, me parece que no 
solamente hay que favorecer a los músicos sino a los artistas en general. 


Por último, me interesa recalcar -por si no quedó suficientemente claro- la definición de 
música nacional porque, tal como está redactado el artículo, se daría el exabrupto de que la música 
que tocan, por ejemplo, las orquestas sinfónicas sería considerada como nacional. Cerca del 90% de 
esas obras musicales son de autores extranjeros como Mozart o Chopin y, según esta disposición, 
pasarían a ser música nacional. Nosotros entendemos que la música nacional debe ser compuesta e 
interpretada por músicos uruguayos porque, tal como dijo mi compañero, hay muchos músicos que se 
dedican a interpretar música de otros países. Esto representa un porcentaje bastante grande y Agadu 
paga al exterior, por la interpretación de música extranjera repetida en el Uruguay, una cifra mucho 
mayor que la que se reparte entre los artistas uruguayos. Si no se modifica el texto, la música de otros 
países pasaría a ser considerada como nacional. Por eso, reitero que la definición debe estar muy 
clara en el sentido de que la música nacional es aquella compuesta e interpretada por músicos 
uruguayos. 


No tengo nada más que agregar. Agradezco mucho a los miembros de la Comisión que nos 
hayan recibido. 


(Dialogados.) 


SEÑOR COURIEL.- Nuestros invitados no saben cómo salió aprobado el proyecto de la Cámara de 
Representantes. De pronto ya están contemplados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El secretario se encargará del tema y nos hará llegar un comparativo, de 
manera de facilitar la tarea. 


(Dialogados.) 


SEÑOR BALTAR.- Quisiera referirme a otro tema vinculado a los músicos uruguayos, que es lo que 
nos compete. 


Hoy en día hay una proliferación de orquestas nacionales, especialmente formadas por 
jóvenes. Me refiero a que existen orquestas y conjuntos orquestales que tienen una visión 
completamente distinta a la música de la mayoría, en virtud de que estos jóvenes tienen estudios de 
música y siguen estudiando, a diferencia de lo que ocurría hace unos años en que los chicos se 
juntaban, tomaban un disco -con música de cualquier país-, lo escuchaban y tocaban la canción sin 
tener conocimiento de música, del tono, etcétera. Hoy en día la profesionalización de los muchachos es 
importante y hay, por ejemplo, arreglos musicales de distintos conjuntos que marcan el estilo y las 
diferencias entre estos. Además, la música que interpretan es de origen y autoría nacional, lo cual es 
muy destacable y constituye un valor que, a nuestro entender, hay que incentivar. 


Estamos muy contentos de que la juventud se haya volcado a la música. Por ejemplo, 
recorriendo el país vemos que hay distintas academias. Hay que aclarar que es diferente la academia 
de música que el conservatorio y la escuela de música. La academia de música es aquella donde se 
enseña a tocar música popular, mientras que en las otras instituciones se imparten estudios más 
profundos. En Paysandú hay una academia con más de 120 alumnos, de los cuales 70 son guitarristas. 
Hoy, en el conservatorio que tenemos en la Asociación Uruguaya de Músicos, la mayoría optó por el 
violín. Por tanto, son distintos estilos los que se llevan adelante y es importante que ustedes lo sepan. 


Agradecemos que nos hayan recibido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Los agradecidos somos nosotros. Como ya manifesté, el Secretario nos hará 
llegar un comparativo del proyecto, y cuando lo tengamos en nuestro poder veremos si el tema que nos 
han planteado ya está incluido. De cualquier modo, les vamos a avisar. 


(Se retiran de Sala los representantes de la Asociación Uruguaya de Músicos.) 
(Ingresa a Sala el representante de la Asociación de Productores y Realizadores del Uruguay.) 


-La Comisión de Industria, Energía, Comercio, Turismo y Servicios da la bienvenida al 
vicepresidente de la Asociación de Productores y Realizadores del Uruguay, señor Diego Fernández 
Pujol. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Ante todo, muchas gracias por recibirnos. 


Actualmente soy vicepresidente de la Asociación de Productores y Realizadores del Uruguay 
(ASOPROD) luego de haber sido su presidente en el período pasado, por lo cual he participado 
personalmente en el proceso de desarrollo y elaboración de esta iniciativa. En el año 2010 fui asistente 
de los productores durante cuatro meses en el Consejo Técnico Consultivo, ámbito donde se deliberó 
acerca de las bases del proyecto de ley que los señores Senadores tienen a consideración y que ya 
fue aprobado en la Cámara de Representantes. 


Entonces, no venimos solamente a dar nuestra opinión sobre el proyecto sino también sobre 
el proceso que se ha dado, en el cual más allá de la esperanza de que su debate hubiera insumido 
mucho menos tiempo, entendemos que es algo muy importante que merecía una discusión 
pormenorizada. Fue una muy buena experiencia -hablo con propiedad porque la viví- el hecho de que 
se hayan dado esas discusiones a nivel del CTC con un amplio grado de acuerdo entre las distintas 
partes; creo que mucho mayor que el que todos suponíamos que iba a haber cuando vimos que 
alrededor de esa mesa nos sentábamos actores tan diferentes. Me parece que hasta sirvió para que 
las distintas partes entendieran la visión del otro y las argumentaciones que se esgrimían. 


Durante su tratamiento en la Cámara de Representantes estuvimos trabajando junto con el 
Diputado Batistoni, y también nos reunimos con la Sociedad Uruguaya de Actores (SUA) y con la 
Asociación de la Prensa Uruguaya (APU). Por tanto, este tema lo tenemos bastante digerido en la 


interna de la Asociación que nuclea a los productores y realizadores de cine uruguayos. Como se 
imaginarán, en este país no hay prácticamente nadie que pueda vivir solo del cine; en realidad, los 
productores tenemos multiempleo y abarcamos otras disciplinas audiovisuales que se tocan con la 
televisión, con internet, es una actividad con sectores muy diversos como para decir que unos hacen 
una cosa, y otros, otra. 


En líneas generales, ASOPROD apoya este proyecto de ley -con algunas salvedades que 
luego detallaré, como siempre sucede-, principalmente porque entiende que el país tenía una deuda en 
el sentido de regular una actividad que hasta ahora se ha venido haciendo en forma emparchada, lo 
que ha llevado a que hoy día tengamos una televisión de la cual no creo que esté orgullosa la gran 
mayoría de la población. Y no digo esto porque la televisión tenga que ser solamente una cuestión 
cultural sino también en otros aspectos, que hacen a la propia televisión comercial y al modelo de 
negocios que desarrolla la televisión y que impulsa como sector creativo, de propiedad intelectual y con 
potencialidad de exportación. O sea que no se trata solamente de la programación que se emite, 
aunque es cierto que es muy difícil lograr generar contenidos que puedan tener salida en la línea, por 
ejemplo, de las series animadas educativas, que es lo que he hecho. También hay otra clase de 
contenidos que en algunos países son considerados importantes y aquí han quedado relegados; me 
refiero a que se dé espacio a la ficción nacional. 


Hay algo que quiero dejar bien claro: la televisión comercial no tiene por qué hacer lo que 
debería llevar adelante la televisión pública. No estamos hablando de que toda la televisión comercial 
tiene que ser cultural. Hay una televisión pública que en los países que ya tienen esta experiencia muy 
desarrollada cumple una función que es la que debe cumplir este tipo de televisión, al tiempo que 
existen ciertas normas para la televisión comercial que se desarrolla con nivel de empresa y como 
generadora de contenidos. No quiere decir, tampoco, que por ser empresas que se desarrollan dentro 
del sector comercial no tengan ninguna norma ni reglas a las cuales atarse, porque en todos los 
lugares existen. Personalmente, en un canal privado, con una serie de animación me sucedió que me 
dijeran, en mi cara: “Bueno, pero el anuncio del horario de finalización de protección al menor lo 
pongo, si quiero.” Eso es lo que sucede por la ausencia de regulación. Me parece lógico que existan 
las autorregulaciones, pero personalmente nunca he visto un código de autorregulación que se 
pregona que debería existir; por lo menos, hasta ahora, eso no ha sucedido. Me parece que es lógico - 
no lo pienso solamente yo, vengo en representación de ASOPROD- que haya normas que la sociedad 
fija para quienes utilizan el espectro radioeléctrico -que es público-, a la hora de ver qué contenidos se 
van a trasmitir. La línea se ha empujado demasiado durante mucho tiempo y me parece que hay que 
ordenar la cancha en ese sentido. 


En definitiva, estamos de acuerdo con gran parte del proyecto de ley que está a estudio, pero 
tenemos tres observaciones que nos gustaría plantear. 


Un aspecto que nos parece importante y que desde el CTC, y desde el principio, fue parte de 
la discusión, es el tema de la independencia del órgano que regula todo esto. En la mayoría de las 
experiencias internacionales siempre se apunta a que debe estar lo más alejado que se pueda del 
poder político, principalmente del de turno y, además, que debería tener una autonomía en la toma de 
decisiones y de criterios. Además, se entiende que debería ser más representativo de la sociedad que 
del gobierno del país. En el proyecto de ley se ubicó bajo la órbita de la Ursec, pero creemos que no es 
lo apropiado y debería ser modificado. Sí nos parece bien que se necesite venia parlamentaria, no hay 
que tener miedo a eso, porque mientras estén claras las reglas, todo está bien. Por ejemplo, en Chile 
también existe un Consejo y, a la vez, podemos citar muchos casos en los que hubo denuncias; en la 
mayoría de ellos generalmente los canales fueron absueltos y en otros no y tuvieron que pagar una 
multa económica. Recuerdo un caso que tuvo relevancia en Chile de una niña que había muerto y se 
sobreexpuso su imagen utilizando música dramática encima de la imagen. Varios de los canales que 
utilizaron esos recursos casi dramáticos a la hora de contar algo que era una información, fueron 
sancionados. Esto no quiere decir que todos los que hablaron de ese episodio fueran sancionados. Por 
eso digo que las normas claras y un órgano regulador, separado del poder político, es la vía para poder 
regular. 


Otro punto que queríamos abordar es el tema de la televisión pública. Así como decía que 
no se puede exigir que la televisión privada comercial cumpla la función más estructural de la televisión 
pública, ésta, para eso, tiene que ser fuerte. Muchos países, con una buena identidad cultural, 


evidentemente también tienen una televisión pública fuerte. Por ejemplo, la BBC es un exportador de 
contenidos que cuando llega a los mercados coloca su stand, y vende. Insisto, que sea pública no 
quiere decir que no pueda generar productos que, a su vez, tengan un desarrollo. Además, hay una 
lógica de intercambio de productos, porque cuando un canal de televisión pública produce, puede 
generar intercambio con otros canales públicos y así multiplicar la programación, pero para eso tiene 
que poder producir y hacerlo con calidad. En ese sentido, habría que ver de qué forma quedaría 
parada en sus recursos la televisión pública como para poder hacer frente a las exigencias que plantea 
el proyecto de ley, ya que allí se establece que debe tener cierta cantidad de producción, de horas de 
distinto tipo de programación, etcétera, y no puede depender de lo que le asigne Rentas Generales, en 
función de quien esté en el momento. No es el único modelo, la asignación de partidas no es la única 
fuente de ingreso que tiene o debe tener la televisión pública, pero no puede ser la que la ponga en 
jaque en cuanto a si puede o no producir. 


Con respecto a la televisión pública, nuestro país tiene el antecedente de haber dejado de 
lado, durante muchos años, un valiosísimo instrumento para poder incidir en la ciudadanía, en la 
cultura y en los valores, aunque en los últimos tiempos ha mejorado muchísimo. Por lo pronto, puedo 
decir que ya no siento vergúenza de Canal 5, cosa que sí me ocurría cuando era chico. Entiendo que 
se ha mejorado mucho, sobre todo con gestión más que con inversión, lo que demuestra que no era 
tan difícil mejorar una televisión pública. De todas formas, ello debe ir acompasado con los recursos 
como para estar a la altura de las exigencias del proyecto de ley, para poder incidir y usar esta 
herramienta como debe ser. 


Hay cierto tipo de programas, determinados espacios, que si no los hace la televisión pública 
no serán cubiertos por los canales privados comerciales, porque no es su lógica. La televisión pública 
tiene que velar por que esos espacios también existan y estén al alcance de todos. 


Hay otro aspecto importante, sobre el que hemos trabajado mucho, y es el Fondo de 
Promoción que se crea. Nos parece una herramienta sumamente valiosa, pero tal cual está -aclaro que 
trabajamos sobre el tema en la Cámara de Representantes- parece tibio, por decirlo de alguna manera. 
Según los cálculos que hemos hecho, estaríamos hablando de un Fondo inferior a US$ 2:000.000 
-de ahí hay que sacar los gastos de funcionamiento del órgano, o sea que la cifra quedaría entre US$ 
1:500.000 y US$ 2:000.000- lo que, en realidad, corresponde a menos del 1% en la facturación de la 
industria de la televisión abierta y por cable. Se está proponiendo que sea de 2.1 Unidades Indexadas 
por abonado, o sea que estamos hablando de menos de $ 6, cuando sabemos que la tarifa de 
televisión por cable está por encima de los $ 600. Reitero que lo que iría a parar al Fondo es menos del 
1% de lo que paga un usuario de televisión por cable. 


¿Cuál es el sentido del Fondo? Esto es lo importante y no tanto pensar que el Fondo tiene 
que recaudar más. El sentido de dicho Fondo no debería ser algo que hiciera pensar y decir a los 
canales y los operadores de cable, por ejemplo: “ponemos un poco de plata porque es lo que nos 
exigen y seguimos con nuestro modelo de negocio”. Por el contrario, debería lograr cambiar el modelo 
de negocio, es decir, debería ser un Fondo de reinversión para el sector que ayudara a lograr ese 
objetivo. Actualmente, el modelo de negocio tradicional de la televisión es la venta de pauta, por 
ejemplo: “pongo esto, vendo tantos minutos de pauta y la cuenta me cierra”. Por eso, durante mucho 
tiempo ha surtido efecto lo de los “enlatados”. Puedo poner el ejemplo de un canal de televisión 
privado, cuyos representantes me dijeron: “lo que sucede es que pongo una lata de una telenovela 
venezolana, que me sale US$ 400 la hora”. Como es obvio, es mucho más rentable poner una lata de 
US$ 400 y vender algo de pauta, que producir e invertir más. Es como criar chanchos, porque aquel 
que les da de comer basura va ganar más plata que el que se preocupa por alimentarlos con ración. 


En definitiva, el Fondo debería tener ese sentido de ayudar a cambiar el modelo de negocios. 
¿Qué es cambiar el modelo de negocios? Que la pauta no sea el único negocio tradicional de la 
televisión, sino también generar contenidos que se puedan vender afuera. Si observan los últimos 
años, verán que prácticamente no hay contenidos televisivos que se hayan vendido afuera desde acá. 
Cabe aclarar que no se trata del tamaño que tenemos; para cierto nivel de producciones eso influye, 
pero no siempre. Por ejemplo, la serie /n Treatment, que HBO distribuyó para todo el mundo, en 
realidad se originó en una productora israelí, pero sucede que su contenido es bueno y es una serie 
que podría hacerse aquí también. 


En definitiva, ¿qué es lo que este Fondo debería fortalecer? Tendría que ser una Bolsa de 
reinversión donde todos pusieran un poco y quienes presentaran los mejores proyectos obtuvieran el 
financiamiento para producirlos. Esto no es un invento nuestro y tampoco estamos yendo a Suiza para 
obtener esa experiencia. Estamos hablando de algo que sucede, por ejemplo, en Chile, donde existe 
un Fondo y los canales se juntan con productores independientes; allí se presentan proyectos, los 
mejores ganan y, finalmente, se obtiene un producto que ya está prácticamente financiado y cuya 
comercialización y venta al exterior son rentables. De esta manera, se está estimulando que le vaya 
mejor a quien haga las mejores cosas. Este es el concepto en el que queremos insistir: no premiar al 
que hace las cosas más o menos para tener mayor rentabilidad, sino a quien proponga los mejores 
proyectos y genere un modelo de negocio de exportación de contenidos. Esto también hará que los 
canales comiencen a preocuparse por captar buenos proyectos, aun cuando para una determinada 
porción del mercado sigan con la pauta tradicional; lo cierto es que hay otro modelo que si no les 
resulta atractivo como empresa, no lo van a tomar, solamente lo harán para cumplir con las exigencias 
de la ley. 


Entonces, nuestra propuesta es promover un Fondo de reinversión del sector -porque no 
se trata de un impuesto, cuya recaudación vaya para otro lado-, destinado a quien haga mejor las 
cosas y tenga las mejores propuestas. Por eso, también, nos parece que debería ser más abultado; por 
lo menos, debería estar constituido por el doble de lo que se maneja, para poder acercarnos a los 
niveles de Chile. Vuelvo a decir que ni siquiera estoy proponiendo el caso de Nueva Zelanda, que 
constituye un ejemplo divino para analizar; es un país que está muy influenciado por Australia y, por 
eso, los neozelandeses saben la importancia que tiene desarrollar la cultura y los productos 
audiovisuales locales. Pero, repito, no nos vayamos hasta Nueva Zelanda, quedémonos en el barrio y 
pensemos en Chile. Allí, gracias al Fondo nacional de televisión, que desarrolla este modelo de 
coparticipación entre canales y productores, se genera una cantera de proyectos que, luego, los 
propios canales junto con los productores, llevan al mercado de Cannes y los venden. Esta es una 
forma de lograr el crecimiento de un sector con alta capacidad de desarrollo creativo intelectual y 
tecnológico; y en esto no utilizamos ningún recurso natural, lo que más usamos es la cabeza de la 
gente que trabaja y un poco de corriente para prender las luces y las cámaras. En definitiva, este es el 
concepto que manejamos. 


No queremos que piensen que venimos a pedir más recursos para el Fondo, con el objeto de 
darle cualquier uso. No; lo que pretendemos es que resulte suficiente para transformar esta industria. 
No puede ser que de esos US$ 330:000.000 que se facturan entre el Cable y la Televisión abierta, no 
se exporte prácticamente nada. Debemos estimular más el Fondo; proponemos que sea abierto, 
transparente y que se establezca la modalidad de concurso; incluso creemos que sería bueno que 
hubiera una derivación regional. En Uruguay ya existen experiencias en ese sentido. Cuando en 
Montevideo se instaló el Cable, se creó el FONA, es decir, el Fondo para el Fomento y Desarrollo de la 
Producción Audiovisual Nacional, que recibe aportes de la Intendencia y de las empresas de Cable, los 
productores participan en la administración y los canales tienen los derechos para emitir los proyectos 
que se hacen. Esto fue lo que impulsó al cine en los primeros diez o quince años, y no porque el Fondo 
cubriera todo; nos permitió a los productores salir a conseguir coproducciones en el exterior, pues 
teníamos una parte del presupuesto. Se trató de un modelo exitoso, que podría replicarse también -por 
qué no- a nivel regional. Por ejemplo, parte del dinero que pague el Cable en Salto podría ser usada 
para desarrollar contenidos propios en ese departamento. Además, hay que tener en cuenta que los 
derechos de emisión después vuelven a los canales de Cable; a su vez, el que más puede producir, 
porque presenta los mejores proyectos, más fácilmente estará cumpliendo con las exigencias 
impuestas por la ley. O sea que se trata de un doble negocio porque, por un lado, es más fácil cumplir, 
y, por otro, se generan productos que puedan tener salida y ser comercializados afuera. 


¿En qué está basado todo esto? No sé si los señores Senadores conocen la cuenta satélite 
de DICREA, que es la Dirección de Industrias Creativas. En fin, según los datos que tenemos, en 2009 
la cultura aportó un 0,8 del PBI, aunque -debemos decirlo- parte de esto lo explica la facturación del 
cable y de la televisión. Si pudiéramos empezar a transformar este modelo de negocio, probablemente 
en unos años -menos de una década- podríamos superar el 1% del PBI. De acuerdo con los datos 
vertidos por DICREA, eso significaría superar el porcentaje de la industria forestal, que alcanza el 1%, 
y equipararse -por qué no- a la producción, procesamiento y conservación de carnes y productos 
cárnicos, que en 2009 representó el 1.4 del PBI. 


Por lo tanto, tenemos una industria en la que contamos con todo lo necesario, pero hasta 
ahora hemos dejado que se revuelva con el método de pasar un contenido y vender determina pauta. 
Con este proyecto de ley tenemos la oportunidad de ubicarla un escalón más arriba y desarrollar 
realmente un sector productivo. 


SEÑOR GALLICCHIO.- Me imagino que este planteo lo hicieron también en la Cámara de 
Representantes. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Sí, señor Senador. 


SEÑOR GALLICCHIO.- ¿Están seguros de que la aspiración que plantearon no fue contemplada? ¿O 
tienen dudas al respecto? 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- El tema fue tratado en la citada Cámara; luego fue al Ministerio de Industria, 
Energía y Minería y, cuando volvió, no se tomaron en cuenta estas sugerencias. 


Quiero hacer una aclaración que es importante: no decimos que la Televisión abierta pague 
más de lo que la ley establece. Nos parece bien lo que se plantea para la Televisión abierta porque, 
además, ella tiene una exigencia de producción que no tiene el cable, el cual posee una señal y emite 
a través de la misma. Por lo tanto el cable, que es de donde llegan más contenidos del exterior, sí 
debería pagar más; diría que en lugar de 2.1 Unidades Indexadas -si realmente aspiramos a algo más 
arriba-, debería pagar 7. En todo caso, duplicar ese 2.1 sería básico para que realmente el Fondo 
fuera atractivo para los canales mismos y se pudiera hacer negocios. No estoy pensando en mí, 
porque no podría ir y presentarme si no fuera junto a uno de ellos; son los canales los que podrán 
presentarse, captando proyectos de productores independientes, para luego hacerse de los derechos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A los efectos de realizar un seguimiento y facilitar el trabajo de la Comisión, la 
Presidencia solicita que se nos haga llegar por escrito las modificaciones sugeridas. La idea es 
reunirlas en una carpeta y evaluarlas cuando estemos considerando y votando el articulado del 
proyecto de ley. 


Muchas gracias por su presencia. 


(Se retira de Sala el representante de la Asociación de Productores y Realizadores del 
Uruguay.) 


(Ingresa a Sala el Consejero de Comunicación e Información para el Mercosur, señor 
Guilherme Canela.) 


-La Comisión de Industria, Energía, Comercio, Turismo y Servicios da la bienvenida al señor 
Guillherme Canela. 


Los miembros de esta Asesora tenemos mucho interés en escuchar su presentación, para la 
cual dispondrá de entre treinta y cuarenta y cinco minutos. 


Sin más trámite, le ofrecemos la palabra. 


SEÑOR CANELA.- Muchas gracias por la invitación. Para la Unesco es un placer poder contribuir en 
este proceso sobre el que Uruguay viene debatiendo desde hace algunos meses. También tuve la 
oportunidad de estar en la Cámara de Representantes, realizando algunos aportes. 


Mi nombre es Guilherme Canela y soy responsable por los temas de libertad de expresión de 
Unesco para Sudamérica. Como ya se habrá podido percibir, no soy uruguayo, sino brasileño, y estoy 


en Uruguay desde hace dos años, con funciones regionales, no específicas de país. 


Antes de empezar la presentación hago entrega a los señores Senadores de un material 
cuyo contenido -que detallaré a continuación- espero sea de utilidad para el debate. Allí encontrarán 
una reproducción de la presentación -que, por supuesto, quedará a disposición de los señores 
Senadores-, así como también un documento muy interesante -desafortunadamente 
con texto solo en idioma portugués, porque la edición en español se ha agotado- donde se realiza una 
comparación entre diez democracias en cuanto a la forma como regulan los medios y se citan los 
estándares internacionales relacionados exactamente con los temas sobre los que se está debatiendo 
en este proyecto de ley relativo a los servicios audiovisuales. Conviene aclarar que este documento fue 
producido a pedido del Gobierno de Brasil, para una discusión similar que estaba teniendo lugar en el 
país en aquel entonces; de ello hace dos años, pero de todos modos el escenario internacional no ha 
cambiado mucho. Por último, encontrarán un documento de la Unesco -que también está en portugués 
porque las ediciones en español se han agotado, aunque están disponibles online- sobre cuáles son 
nuestros principales indicadores para los temas de regulación de medios, por supuesto, siempre a la 
luz de los estándares internacionales. Espero que todo este material les sea útil para la discusión del 
tema. 


No está en el mandato de las agencias especializadas -como es el caso de Unesco- hacer 
comentarios específicos con respecto a cada punto de la legislación, sobre la que soberanamente 
tienen que decidir. Ese no es nuestro rol. Lo que podemos hacer, conociendo la legislación, es señalar 
cuáles son los estándares internacionales para cada uno de los puntos clave sobre los que tendrán que 
debatir. La siguiente presentación se ha organizado teniendo en cuenta este aspecto. 


La primera cuestión importante es que siempre en las discusiones sobre regulación de 
medios se manifiesta una preocupación -que sabemos que es sana- con relación al tema de la 
censura. Concretamente, la inquietud surge en cuanto a si no es excesiva la regulación sobre los 
medios y si con ella no se estaría cruzando alguna línea roja, en lo que se conoce como censura. 


Desde nuestro punto de vista, es sano preocuparse por la censura, pero muchas veces el 
pasado autoritario de muchos países de esta región hace que la discusión vaya más allá de lo que 
realmente son los estándares internacionales. En otras palabras, no toda la regulación es censoria. 
Existen regulaciones autorizadas por los estándares internacionales y, más allá del hecho de serlo, 
resultan necesarias para garantizar más libertad de expresión, más pluralismo y más diversidad. En 
este sentido, importa percibir que el artículo 19 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos 
-que aparece resaltado en el texto que vemos y que he repartido- define mediante tres verbos el 
derecho a la libertad de expresión. Muchas veces se hace hincapié en la palabra “difundir” -esto es, 
difundir informaciones-, que es el verbo que protege el derecho de las empresas de comunicación y 
también el de los periodistas. Eso está bien, pero es importante tener en cuenta que el artículo 19 
habla, además, del derecho de buscar, de investigar y de recibir información. Con esto quiero señalar 
que no podemos considerar el derecho a la libertad de expresión de una manera reducida. O sea, es 
un derecho amplio que involucra, sí, el derecho de hablar, pero también el derecho de recibir 
información de calidad y participar en el proceso de la comunicación. 


De la lectura conjunta de los tres verbos más importantes del artículo 19 se deriva, por 
ejemplo, la autorización del Sistema Internacional de Derechos Humanos, para que haya una 
regulación que garantice más pluralismo y más diversidad en los medios de comunicación. 


No voy a dedicar mucho tiempo al tema de los documentos, pero me interesa resaltar que 
hay un conjunto de normas internacionales que orientan la construcción de legislación sobre los 
medios de comunicación. Es decir, no rige solo la Declaración Universal de los Derechos Humanos 
sino, además, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos -también en su artículo 19-, la 
Convención de la Unesco sobre la Protección y Promoción de la Diversidad de las Expresiones 
Culturales, las declaraciones de los Relatores Especiales sobre libertad de expresión, y los órganos 
regionales de derechos humanos. En el caso de este país, el Sistema Interamericano de Derechos 
Humanos tiene una jurisprudencia muy clara. Incluso, hay estándares específicos sobre cómo debe ser 
la regulación del brodcasting para los países signatarios del Pacto de San José de Costa Rica, que es 
parte de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Específicamente, en el caso de 
UNESCO, Uruguay es signatario de la Convención sobre la Protección y Promoción de la Diversidad 


de las Expresiones Culturales, que deja muy claro que la libertad de pensamiento, expresión e 
información, así como la diversidad de los medios de comunicación social, posibilitan el florecimiento 
de las expresiones culturales en las sociedades. Estamos hablando de la libertad, pero también de que 
ella está conectada a la necesidad de tener medios más plurales y diversos. A veces se da una especie 
de falso debate entre regulación y censura cuando, en realidad, la regulación debe existir para proteger 
y ampliar la libertad de expresión. Más pluralidad y más diversidad deben ser el objetivo último de las 
leyes que buscan regular los medios de comunicación, sobre todo los servicios audiovisuales. 


Como estándares internacionales encontramos algunos puntos que son básicos para las 
buenas prácticas. La respuesta a cuál es una buena legislación sobre servicios audiovisuales está 
relacionada con el conjunto de temas que vemos en pantalla. Hay que determinar cómo se definen los 
órganos reguladores independientes, la autoridad de aplicación de la ley, el servicio público de 
radiodifusión, el sistema de licencias, la regulación de contenidos, los medios comunitarios, la 
regulación de la propiedad, la propaganda gubernamental, la regulación de la propaganda electoral y la 
regulación de la digitalización del espectro. Sé que no todos estos temas están en la discusión de este 
proyecto de ley porque, por ejemplo, hace unos años ustedes aprobaron como país una ley específica 
de radios comunitarias. Desde el punto de vista del sistema internacional, esa es la checklist que 
nosotros analizamos cuando nos preguntan si un país está o no en línea con los estándares 
internacionales en materia de libertad de expresión y con lo que harían los relatores especiales de 
libertad de expresión o cualquier otro funcionario vinculado al sistema de Naciones Unidas. 


En definitiva, para nosotros -me refiero al sistema de Naciones Unidas- el diseño institucional 
de la autoridad reguladora independiente es un punto central y clave en la evaluación de buenas o 
malas leyes o políticas públicas de regulación de los medios. En otras palabras, los análisis 
internacionales que tenemos muestran que a veces hay leyes muy bien escritas pero que no funcionan 
por la inexistencia de un órgano regulador independiente, es decir, al fin del día no protegen la libertad 
de expresión, sea de las empresas o de los ciudadanos y ciudadanas. El diseño de la autoridad 
reguladora independiente es la cuestión clave en la construcción de un marco jurídico que proteja y 
promueva la libertad de expresión en la visión de Naciones Unidas. 


¿Cuáles son las expectativas de las atribuciones de estos órganos que llamamos 
“autoridades reguladoras independientes”? Deben ser responsables por el otorgamiento de las 
licencias, por el monitoreo de la aplicación de la ley, por recibir las quejas de los ciudadanos y 
ciudadanas, y por aplicar las sanciones. Asimismo, es necesario que desarrollen guías e instrucciones 
sobre los principios y contenidos básicos de la ley, que publiquen sus procedimientos internos y que 
cuenten con un amplio proceso de rendición de cuentas y transparencia. Cuando evaluamos a un 
órgano regulador de las comunicaciones para saber si es bueno o malo en el diseño institucional 
concebido por la ley, utilizamos estos criterios en el sistema de Naciones Unidas. A través de la prensa 
he leído que esta es una de las grandes discusiones que se han dado a propósito del proyecto de ley 
que está a estudio en el Uruguay y que muchas de estas expectativas no están contempladas en lo 
que fue aprobado. De todos modos, planteo cómo es el escenario internacional. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Deseo aclarar que hay voluntad expresa -esto fue manifestado públicamente y 
tratado en la Comisión- de corregir ese punto, sobre todo en lo que refiere a la dependencia de la 
Ursec de la Presidencia. Se plantea introducirle algunas modificaciones al texto original que le den 
viabilidad legal, en virtud de las limitaciones que tenemos para el nombramiento de cargos por 
encontrarnos en año electoral. De todos modos, reitero, buscaremos la forma porque existe la absoluta 
y convencida voluntad de cambiar ese aspecto. 


SEÑOR CANELA.- Aprovecho este ejemplo para señalar que nosotros tenemos la dificultad de hablar 
para los 196 Estados miembros y siempre planteamos los estándares generales. 


Ahora bien; no existe una fórmula mágica. Si me preguntan cuál es el mejor órgano regulador 
independiente del mundo, me resulta muy difícil responderles, pero puedo decirles cuáles son los 
elementos básicos que debe tener un buen órgano regulador. 


En el documento que tengo en mi poder se hace la comparación de diez países y allí 
encontrarán con detalle la forma en que cada uno de ellos organizó sus autoridades reguladoras 


independientes siguiendo estas recomendaciones. 


Cabe destacar que no existe una fórmula única para hacerlo. Por ejemplo, la Federal 
Communications Commission -FCC- norteamericana tiene cinco miembros; tres de ellos son siempre 
designados por el partido dominante y dos, por otro; además, son aprobados por el Senado. A su vez, 
la Ofcom de Inglaterra es mucho más compleja, tiene varios miembros que son elegidos por la 
sociedad civil y por las empresas. Pero lo que interesa resaltar es que todas ellas intentan seguir estas 
recomendaciones. 


En cuanto a la autoridad reguladora independiente, ¿cuáles son los puntos claves? El 
proceso de designación de los miembros debe garantizar su independencia. Para ello, hay que utilizar 
un proceso tal que los miembros sean elegidos de manera que no sea exclusivamente la decisión de 
una autoridad política. Asimismo, el mandato tiene que ser por determinado período, los poderes para 
el despido de esos miembros también tienen que ser muy limitados y las reglas deben ser muy claras. 
Los miembros deben tener un proceso claro de rendición de cuentas, de sus reuniones y de cómo 
evitar los conflictos de interés. Además, los mecanismos de financiación tienen que ser claros en la 
línea del tiempo. Planteo este aspecto porque otro problema que hemos encontrado con relación a los 
órganos reguladores es que a veces tienen todas estas potestades pero no disponen de presupuesto 
para funcionar, y por eso no se garantiza su independencia de la misma manera. 


Con respecto al Servicio Público de Radiodifusión, la otra defensa del sistema internacional 
es que la regulación de los medios, de los servicios audiovisuales, tiene que garantizar -al igual que 
garantiza la presencia de una autoridad reguladora independiente- un servicio público de radiodifusión 
que también sea independiente. 


Para lograr este fin, el modelo a seguir es, más o menos, el mismo que el del órgano 
regulador independiente, es decir, los miembros, los dirigentes del servicio público deben ser 
nombrados de una manera amplia, democrática e independiente. A su vez, hay que garantizar el 
presupuesto de estos servicios a lo largo del tiempo y deben estar obligados a hacer una rendición de 
cuentas. La idea de independencia es básicamente la misma, pero con la diferencia de que uno va a 
regular y el otro va a producir contenido plural y diverso con recursos públicos. 


Ahora bien; lo que ya mencioné sobre los órganos reguladores también vale para los 
servicios de radiodifusión en el sentido de que no existe una única fórmula para garantizarlo. Por lo 
tanto, existen varios modelos posibles en cuanto a la financiación o a las recomendaciones de que no 
sea una decisión anual del gobierno de turno, pero sí una forma de garantizar el presupuesto en el 
mediano plazo. 


Según el modelo clásico de BBC, se cobra una tasa para cada ciudadano que tenga un 
aparato de televisión. 


Sin embargo, en el modelo de Tailandia -que es quizás el más raro que existe-, el gobierno 
decidió que un porcentaje de los impuestos recaudados por tabaco y alcohol se destinen al servicio 
público de radiodifusión. Así, pues, todos dicen que es un servicio un poco raro porque no quieren que 
el servicio público de radiodifusión estimule el consumo de tabaco y alcohol con el fin de tener más 
presupuesto. 


En el caso brasileño, una parte de los impuestos de los servicios de telecomunicaciones son 
aportados al servicio público de radiodifusión de manera fija. Esto significa que no hay una decisión 
anual, mediada por intereses políticos -que pueden ser los mejores posibles-, con respecto a que el 
servicio público tenga o no presupuesto. Ellos ya saben de antemano que determinado porcentaje de 
las tasas de telecomunicaciones se destinará al servicio público de radiodifusión. Este es un elemento 
clave para garantizar nuestro objetivo en estas leyes, que es tener más pluralismo y diversidad. Quiere 
decir que es importantísimo proteger y garantizar el servicio privado, pero si no hay un servicio público 
fuerte, nunca se va a alcanzar el pluralismo necesario. El servicio público -si es independiente- siempre 
tiene más libertad para producir los contenidos que el servicio privado, por razones obvias, a veces no 
puede ofrecer. 


El plan de licencias es mucho más técnico, pero las palabras claves son que el espectro 
tiene que garantizar la presencia de los medios privados, públicos y comunitarios. El proceso de 
licencias tiene que ser transparente y coordinado por la autoridad reguladora independiente. Además, 
las licencias deben tener plazo fijo para empezar y para terminar, las licencias eternas no forman parte 
de los estándares internacionales como suele ocurrir en algunos países. Hay casos en que tienen 
licencias de quince años, otros de diez, y otros como Bélgica en que estas son más cortas y, si bien 
obviamente son renovables, siempre están sujetas a que cumplan las reglas establecidas en la 
legislación vigente. 


El tema más controversial en este tipo de discusión es la regulación de contenido y lo más 
importante es aclarar bien cuáles son los estándares internacionales. Lo que no está autorizado de 
ninguna manera por el sistema de Naciones Unidas es lo que se llama la “censura previa”, es decir, 
que alguien tenga que ver antes lo que va a ser trasmitido por los medios. La Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, en su artículo 13 autoriza la censura previa en el caso de la protección de 
niños, niñas y adolescentes. En el caso del sistema de Naciones Unidas este punto es consensual 
sobre la censura previa. Ahora bien, ello no quiere decir que al no tener censura previa, no se pueda 
regular el contenido. 


En lo que refiere al contenido existen dos grandes divisiones: las regulaciones negativas de 
contenido, es decir, lo que no se debe hacer y las regulaciones positivas, o sea, lo que se debe hacer. 
Las dos son autorizadas por los estándares internacionales. 


Entre las regulaciones negativas de contenido se encuentran los horarios de protección de 
niños, niñas y adolescentes. Por ejemplo, se establece: “No se debe trasmitir películas pornográficas o 
superviolentas entre tal y cual hora.” En el sistema internacional es absolutamente consensual la 
regulación de horarios. Es importante hacer hincapié en la diferencia que hay con la censura, pues en 
este caso no se está impidiendo la trasmisión del contenido, sino que se puede trasmitir después de tal 
hora. Esto es totalmente distinto a decir que no se puede trasmitir en ningún horario el contenido A, B o 
C. Esta es una de las regulaciones negativas autorizadas por el sistema. 


El otro tipo de regulación negativa autorizada por el sistema es la regulación de la publicidad, 
sobre todo de productos que pueden ser dañosos para la salud. Muchos países prohíben la publicidad, 
por ejemplo, de tabaco, otros regulan de manera muy fuerte la publicidad de alcohol y en casi todos 
está prohibida la publicidad sobre armas de fuego. Hay un consenso internacional cada vez mayor en 
el sentido de que la publicidad dirigida a niños, niñas y adolescentes tiene que ser fuertemente 
regulada. Tenemos modelos de regulación desde los más radicales como el sueco que prohíbe 
totalmente la publicidad dirigida a niños, niñas y adolescentes menores de 12 años hasta otros que no 
prohíben pero establecen que la publicidad debe tener ciertas características. Aclaro que ninguna de 
estas regulaciones está en contra de los estándares internacionales y estamos hablando de Suecia 
que no es considerada una democracia. 


Las regulaciones positivas de contenido son, por ejemplo, la necesidad de tener derecho de 
respuesta, en caso de que existan problemas en la relación con los contenidos de los medios y lo que 
se llama “política de cuotas”, que son los porcentajes de contenidos que se exigen de los medios 
públicos y privados. Por ejemplo, se exige determinado contenido nacional, independiente y, en países 
grandes como Brasil y Estados Unidos, se exigen contenidos regionales para evitar, en el caso 
brasileño, que toda la producción sea en Río de Janeiro y San Pablo, de manera que exista la 
necesidad de producción en la Amazonia u otra zona. 


Entonces, ese tipo de políticas son autorizadas por el sistema internacional, aunque reitero 
que no hay fórmulas mágicas, o sea que no se puede decir si debe ser un 30% o 40%, porque eso va a 
depender de cada país, de cada contexto, del tamaño de los mercados, etcétera. El principio no está 
cruzando ninguna línea roja de la protección de la libertad de expresión, sino todo lo contrario: tener 
cuotas significa estimular más la libertad de expresión y la diversidad. 


El otro criterio es el de regulación de la propiedad. En este caso, hay un conjunto de 
posibilidades presentes y que están autorizadas por el sistema internacional. La cuestión central 
nuevamente es: ¿para qué regular la propiedad? Para garantizar más diversidad y pluralismo. Si la 


regulación diseñada no garantiza más pluralidad ni más diversidad, no tiene sentido hacerlo. Aclaro 
que cuando hablo de regulación de propiedad me refiero a regular la concentración de la propiedad. 


En este punto hay dos elementos a tener en cuenta: la regulación de la propiedad horizontal, 
que es cuando un determinado grupo tiene todos los medios impresos de una determinada ciudad, y la 
regulación vertical, que es cuando el grupo tiene todos los elementos de la cadena de producción, o 
sea que tiene el diario, su distribución, la fabricación de papel, etcétera. 


A su vez, recientemente se ha dado una gran discusión sobre la regulación de la propiedad 
cruzada, es decir cuando un mismo holding tiene negocios en internet, cable, papel, televisión, radio, 
telefonía, etcétera. 


Reitero que los modelos de regulación en los diferentes países son muy distintos, pero lo 
cierto es que todas las democracias regulan la concentración de la propiedad. Por ejemplo, en Estados 
Unidos quien tiene diario no puede tener televisión en la misma ciudad o en el mismo mercado; en 
Francia si alguien tiene una determinada cantidad de acciones de una empresa de televisión por cable 
no puede tener un canal de televisión abierta, y en Alemania es por valores de mercado de cada una 
de las empresas. O sea que no hay un modelo único. Lo que sí es estándar en todas las democracias 
es que existe algún tipo de regulación de concentración de propiedad en estos mercados. 


También es importante percibir que la aplicación de las herramientas es importante en la 
regulación de la propiedad. Por ejemplo, no solo se debe regular los mecanismos de concentración 
sino que también hay que exigir transparencia en la propiedad, saber quiénes son los dueños. Mezclar 
eso con la actuación del órgano regulador y con las regulaciones de contenido es importante para 
garantizar la pluralidad. A veces en determinados mercados la regulación de la concentración se hace 
muy difícil porque, por ejemplo, los mercados son muy chicos, pero es efectivo combinar eso con la 
exigencia de cuotas de programación independiente para estimular que otros actores tengan voz en el 
proceso de difusión de los mensajes. 


No me voy a referir a los medios comunitarios porque sé que no es parte de este proyecto, así 
ahorramos tiempo. 


En lo que tiene que ver con la digitalización, la gran cuestión acá es que hay que aprovechar 
la oportunidad de expansión de las posibilidades de uso del espectro que da la digitalización pero el 
espíritu es el mismo que el de la regulación de la propiedad: garantizar más pluralismo y más 
diversidad en la distribución de las nuevas licencias a partir de las posibilidades ofrecidas por la 
digitalización del espectro. 


Por supuesto, también dejé fuera de esta presentación lo relativo a la regulación de la 
publicidad gubernamental porque sé que tampoco es objeto de esta legislación, aunque para nosotros 
es un elemento importante del escenario general de regulación de las comunicaciones de un país. 


Pido disculpas si fui muy rápido en la presentación, pero estoy abierto a preguntas o detalles 
de algunas de estas áreas. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Realmente, agradecemos su presencia y el informe que ha realizado, que ha 
sido muy completo, interesante y aleccionador. Además, esta presentación confirma la validez del 
interés que teníamos en hablar con usted. 


(Se retira de Sala el señor Guilherme Canela, Consejero de Comunicación e Información para 
el MERCOSUR.) 


(Ingresan a Sala representantes de la Asociación Uruguaya de Agencias de Publicidad.) 


-En nombre de la Comisión de Industria, Energía, Comercio, Turismo y Servicios de la Cámara 
de Senadores, damos la bienvenida a una delegación de la Asociación Uruguaya de Agencias de 
Publicidad. 


Como se sabe, la Comisión está tratando el proyecto de ley de servicios de comunicación 
audiovisual. Ya hemos estado leyendo las presentaciones que se realizaron en la Cámara de 
Representantes, pero nos interesaba, por supuesto, escuchar directamente la posición de nuestros 
invitados y los comentarios que deseen realizar. De manera que con mucho gusto les ofrecemos la 
palabra. 


SEÑORA LUSSICH.- Buenas tardes. Mi nombre es Patricia Lussich y soy la Vicepresidenta de la 
Asociación Uruguaya de Agencias de Publicidad. 


Creemos que la dinámica, para hacer más rápida y abarcativa nuestra intervención, podría ser 
comenzar por una presentación que resume nuestra posición y luego responder las preguntas o 
consultas que los señores Senadores quieran plantear. 


En relación a los antecedentes, cabe señalar que la Asociación Uruguaya de Agencias de 
Publicidad es una institución sin fines de lucro, fundada el 11 de noviembre de 1946, siendo la única 
asociación nacional que nuclea a las principales agencias de publicidad en Uruguay. 


Sus objetivos son: propender a la unidad del gremio, observar los métodos y formas de esa 
actividad, fomentar en el país la actividad publicitaria, representar al sector y a sus asociados en todos 
aquellos asuntos que aludan a su profesión y participar ante las autoridades nacionales en toda 
instancia que resulte favorable desde el punto de vista publicitario para el desarrollo del país. 


Del estudio que nosotros mismos impulsamos y que se titula 'Impacto de la Industria 
Publicitaria en la Economía del Uruguay”, que AUDAP promueve desde hace ya siete años y que es 
encomendado al Centro de Investigaciones Económicas -CINVE-, surgen datos de interés respecto a la 
representatividad del sector, tales como que nuestra contribución al PBI es del 0,43%. Este aporte es 
similar al de los servicios informáticos y supera a otros sectores de servicios empresariales e 
industriales, como el arroz, el vino o las curtiembres. Queríamos destacar este dato para que los 
señores Senadores tengan una dimensión de lo que representa la actividad de la publicidad en nuestro 
país. 


Asimismo, la publicidad incide significativamente en el empleo, involucrando a más de 8.000 
personas de manera directa e indirecta y presentando un importante sesgo al emplear personas 
jóvenes, altamente calificadas y egresadas de las principales universidades de nuestro país. 


En cuanto a la participación, la Asociación Uruguaya de Agencias de Publicidad ha participado 
activamente en todas las instancias del Comité Técnico Consultivo para la elaboración de este 
proyecto de ley, que en términos generales no comparte, pues estima que nuestra legislación 
comprende y abarca, desde larga data y de manera fecunda, disposiciones que protegen al ciudadano, 
al consumidor, a los menores y a la sociedad en su conjunto. 


Es fundamental destacar que en nuestro Reglamento de Funcionamiento Institucional hay un 
conjunto de normas éticas que fueron aprobadas el 1* de abril de 1964 y que estas normas han regido 
hasta hoy la profesión publicitaria. 


Avanzando en la materia, el 1% de noviembre de 2005 la Asociación elaboró un Código de 
Normas Éticas que contiene en un solo texto los principios y normas que deben regir nuestra actividad, 
el uso y la práctica de la publicidad. Aquí se consagran, de manera ineludible, los principios de la 
autorregulación, porque no hubo ni autoridad ni normativa que hubiera obligado a AUDAP y, en 
consecuencia, a las agencias de publicidad, a desempeñarse dentro de un marco de disposiciones que 
regulan la actividad. Este proyecto de ley contiene muchos artículos que son contradictorios y que 
tienen un lenguaje más sociológico que jurídico que, en caso de aprobarse, resultará de difícil 
aplicación práctica. 


Con relación al proyecto de ley en relación a la publicidad, antes de referirnos a los artículos 
vinculados a ella es importante que esta Comisión tenga presente que hace ya varios años hemos 
elaborado, conjuntamente con la Cámara de Anunciantes del Uruguay -la CAU-, el Código de Prácticas 
Publicitarias del Consejo Nacional de Autorregulación Publicitaria, CONARP. Este ha sido un trabajo 
que ha demandado un enorme esfuerzo y muchos años de intensa labor. Responde a la Cámara 
Internacional de Comercio, con su declaración de principios generales, tales como la honestidad, 
veracidad e imparcialidad, y asimismo formamos parte de la red de Conares de Latinoamérica, que se 
llama CONARED, que también tiene su propia sede en Europa. Nos permite estar en permanente 
contacto con la región y el mundo, accediendo a información de lo que ocurre en otros países y, de 
esta forma, podemos actualizar permanentemente nuestro Código de autorregulación, adecuándolo a 
lo que exigen las nuevas realidades. Propiciamos la autorregulación, convencidos de que la defensa de 
la ética y el ejercicio responsable de la libertad de expresión comercial constituyen la base y el 
fundamento de nuestra práctica profesional publicitaria. Entre los principios básicos del Código 
Nacional de Autorregulación Publicitaria, se establece que la publicidad debe ser legal, decente, 
honesta y verdadera, no pudiendo abusar de la confianza de los consumidores ni explotar su falta de 
experiencia o conocimiento o estar asociada con relaciones abusivas o situaciones violentas, actos 
ilegales, conductas peligrosas o antisociales de ningún tipo. Quiere decir que nuestro Código está 
sustentado, medularmente, en principios que tienen que ver con el respeto y la dignidad del 
consumidor, sea este adulto, niño o adolescente. Apuesta a la responsabilidad social de manera tal que 
condena en forma expresa cualquier forma de discriminación basada en raza, nacionalidad, religión, 
sexo o edad. Condena los avisos publicitarios que confunden o engañan al consumidor. No aprueba los 
avisos publicitarios que denigren a personas, empresas, organizaciones, actividades o productos de 
cualquier tipo. Incluso, contiene un artículo que se refiere a que los avisos publicitarios sean 
claramente distinguibles como tales, cualquiera sea su forma y el medio utilizado. El Código prevé que 
los avisos publicitarios no pueden tener presentaciones o descripciones de prácticas peligrosas o de 
situaciones que muestren falta de respeto por la seguridad o la salud. 


Hay todo un capítulo dedicado a los niños y adolescentes, refiriéndose precisamente a no 
aprovecharse de su inexperiencia e incredulidad, a evitar daños, es decir, que los avisos publicitarios 
puedan incitarlos a provocarles daños de carácter moral, físico o amenazar su salud o seguridad. Este 
capítulo también se refiere al valor social de los avisos referidos a niños y jóvenes; es decir que no 
deben socavar la autoridad, la responsabilidad o el criterio de padres o educadores. 


Hay un extenso capítulo en nuestro Código dedicado a bebidas alcohólicas, productos 
farmacéuticos, alimentos, con un articulado exhaustivo, preciso, responsable y exigente, que abarca 
prácticamente todas las posibilidades de una publicidad autorregulada y de un contenido de alto nivel 
ético. Naturalmente que nuestro Código se complementa con la Ley de Relaciones de Consumo, el 
Código de la Niñez y de la Adolescencia y con las disposiciones de tabacos, alcoholes, alimentos, 
productos farmacéuticos, etcétera, vigentes en nuestro país. Téngase presente que el Código del 
CONARP está firmado por cada uno de los socios de nuestra institución -AUDAP- y de la 
Cámara de Anunciantes del Uruguay -CAU-, y en caso de contravención de cualquiera de sus 
mandatos hay sanciones expresamente previstas. 


Me referiré ahora a las disposiciones del proyecto de ley. 


El proyecto de ley aprobado en la Cámara de Diputados contempla algunas de las 
observaciones realizadas por AUDAP. Por nuestra parte, intercambiamos opiniones en aquella 
Cámara, en varias instancias, y algunas de las recomendaciones que hicimos se han tomado en 
cuenta; sin embargo, en otros casos no ha sido así. Por ejemplo, el literal B) del artículo 33 establece 
que no se debe animar directamente a los niños, niñas y adolescentes a que persuadan a sus padres o 
a terceros para que compren sus productos o servicios publicitados, ni prometerles premios o 
recompensas para ganar nuevos compradores. AUDAP reitera su propuesta de eliminar esta 
disposición, argumentando que la práctica de la promoción con premios o recompensas tiene una larga 
trayectoria en nuestro medio y que, entre otras cosas, mantener este literal coloca a la industria 
nacional en desigualdad de condiciones frente a promociones realizadas a través de la televisión por 
abonados, o cable, desde el exterior. Las promociones son formas de competencia sana y exitosa. 


Se trata de un capítulo que AUDAP considera fundamental para pequeños y grandes 
anunciantes en nuestro país. 


Por su parte, el literal F) del mismo artículo dice: “Está prohibida la emisión de publicidad no 
tradicional en los programas infantiles con excepción del emplazamiento de productos y el auspicio”. 
Tal como oportunamente fundamentó AUDAP, la publicidad no tradicional -o los llamados PNT- 
constituye un vehículo que permite la igualdad de oportunidades para comunicar un producto o servicio 
para aquellas empresas que no pueden destinar grandes rubros a la producción publicitaria. En 
algunos casos, puede tratarse de la posibilidad de estar en el mercado o fuera de él. Si no se está en el 
mercado, si no se conoce el producto, prácticamente no se existe. Asimismo, representa una fuente de 
ingreso para los pequeños coproductores nacionales en horarios laterales de los medios de 
comunicación. 


Este literal permanece en el actual proyecto, no habiéndose tomado en cuenta la contundente 
argumentación que hicimos, basada en el conocimiento de una realidad en la que la competencia 
puede llevar a que haya pequeños emprendimientos que solo a través de la publicidad no tradicional - 
PNT- puedan existir en el mercado. Tomaremos la definición de publicidad no tradicional que aparece 
en el proyecto de ley, que dice así: “Es el mensaje publicitario emitido fuera de la tanda publicitaria. 
Incluye el auspicio, el micro de programa, el microespacio, el publirreportaje, el emplazamiento de 
productos, la telepromoción, la televenta y la participación en los créditos, entre otros”. La intención es 
que se entienda con claridad la importancia de lo que significa la PNT y el porqué de nuestra 
sugerencia de eliminación de este artículo. Para los productores de programas en horarios laterales, se 
trata de la posibilidad de obtener una remuneración para poder realizar sus producciones. Por lo tanto, 
AUDAP reitera su solicitud de eliminar esto, ya que hay argumentos sólidos a tales efectos. 


Reiteramos: quien conoce esta realidad es, precisamente, AUDAP, que reúne a las principales 
agencias de publicidad del país. 


Con respecto a la protección de la libertad de expresión, debemos decir lo siguiente. 


Por respeto a la libertad comercial, AUDAP fundamenta que todo producto para ser 
comercializado libremente tiene que poder ser publicitado de igual forma. Por lo tanto, si hay 
restricciones en la venta habrá, en consecuencia, restricciones en la comunicación publicitaria. En todo 
caso, consideramos que no es necesario seguir legislando porque la autorregulación funciona 
fluidamente en nuestro medio, respetando la integridad de los niños y adolescentes. 


Finalmente, luego de estudiar el proyecto de ley relacionado con los servicios de 
comunicación audiovisual, en lo que tiene que ver con la publicidad de niños y adolescentes y algunas 
otras disposiciones sobre publicidad en general, podemos concluir, sin dudar, que el camino 
emprendido de la autorregulación ha sido y es de enorme eficacia y contundencia, pues todo ello no 
solo está consagrado en nuestro Código, sino que ha sido y es puesto en práctica con solvencia y con 
responsabilidad. Observando, entonces, la realidad y sabiendo de la existencia de nuestra norma, 
creemos que no es necesario volver a legislar sobre lo que ya está hecho. 


Nuestra publicidad no ha tenido ni tiene problemas con sus contenidos. Habiendo participado 
activamente en las diferentes reuniones del Comité Técnico Consultivo, como dijimos al principio, 
solicitamos a los organismos participantes que presentaran denuncias relativas a contenidos 
publicitarios que pudieran atentar contra niños y adolescentes, y no se presentó ninguna. Eso habla de 
nuestra trayectoria y del compromiso de los profesionales publicitarios uruguayos con la práctica 
responsable y autorregulada de nuestra profesión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nos interesa que se nos deje el material al que se ha dado lectura, a fin de 
contar con las propuestas de modificación sistematizadas y facilitar así el trabajo de Secretaría; la idea 
es poder evaluarlas y no dejar de lado a ninguna de ellas. 


SEÑOR MARQUÉS..- Por supuesto que haremos entrega del material al que nos hemos referido. Nos 
pareció que la mejor manera de hacer entender nuestra posición era leer la propuesta. Ahora 
quedamos a las órdenes de los señores Senadores para responder todas las preguntas que deseen 
formular. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La exposición ha sido muy clara. 


SEÑORA LUSSICH.- Quería agregar que, justamente, la ley tomó nuestro Código de autorregulación y, 
en el documento que terminó siendo la síntesis del Comité Técnico Consultivo, se citan algunos 
artículos del CONARP. 


En síntesis, nuestra posición es la siguiente: si la ley va a establecer lo que nosotros ya 
hacemos, entonces no es necesaria. La diferencia entre que sea autorregulación y que exista una ley 
que lo imponga, es, para nosotros, muy importante. 


Lo otro que quiero mencionar es que somos el único sector que tenía un Código antes de 
que se elaborara este proyecto de ley y comenzaran todas estas discusiones públicas. O sea, no 
salimos a hacer un código de ética porque se empezó a hablar de una ley de medios, sino que lo 
tenemos desde el año 2005. Este Código fue firmado por cada uno de nuestros socios, contiene 
sanciones y está actualizado y aggiornado a todo lo que ocurre en América Latina y Europa. Por este 
motivo, tal como hemos declarado en otras oportunidades, no comprendemos bien por qué se incluye a 
la publicidad en este proyecto de ley. En muchos casos se argumentó que la iniciativa es una forma de 
regular algo que no está reglamentado, o un intento de resolver un problema existente, pero en el caso 
de la publicidad en general y la de niños y adolescentes, no hay problemas en nuestro país. 
Reiteramos: no entendemos por qué se incorpora este tema. 


SEÑOR MARQUÉS.- Para complementar lo expresado por la señora Lussich, quiero decir que 
AUDAP tiene una larga historia de participación con el Estado y con aquellos a quienes les ha tocado 
dirigirlo, porque como técnicos podemos traer información local e internacional con más facilidad para 
el análisis. Fue así que trabajamos en varios proyectos, para mejorar lo que había. 


Además de la responsabilidad de un sector donde trabajan más de mil personas, con un 
peso en el PBI que los señores Senadores ya conocen, el tema medular es que en los últimos años la 
publicidad se ha venido tecnificando de manera muy importante a través de las distintas 
universidades, incluida la Universidad de la República. En ese sentido, tanto Patricia Lussich, que es 
una reconocida docente, como quien habla -que también ejercí la docencia-, podemos decir que 
trabaja un gran porcentaje de jóvenes y es muy importante la conciencia que las 32 agencias de 
publicidad que integran AUDAP tienen con respecto a este punto. 


Sabemos que se trata de un proyecto de ley muy extenso, que toca muchísimas cosas 
además de la publicidad, y nosotros venimos a referimos a nuestro sector, a un punto específico. 


Una cuestión muy importante, que debe tenerse en cuenta, es que hoy la comunicación está 
globalizada y no se puede ver país a país. Actualmente cualquiera de nosotros, con un control remoto y 
una televisión enfrente, conoce todas las posibilidades que tenemos. La tecnología lleva a avances 
cada vez más importantes en períodos no muy extensos, como pueden ser un año o dos. Es 
importante analizar este punto, puesto que se van a limitar algunas cosas para las empresas locales, 
pero las internacionales tendrán la posibilidad de hacerlas. Entonces, de alguna manera se va a querer 
defender a un industrial local -grande, pequeño o mediano-, a una agencia, o a quien fuere, pero 
tendremos una cadena internacional que podrá hacer determinadas cosas con un producto que quizás 
no se pueda controlar a nivel local. Tal vez en otras áreas esto sea más fácil de regular, pero en la 
publicidad no es posible hacerlo. Esta es la razón por la cual decidimos hacer nuestro propio Código. El 
tema no pasa por regular la última milla, sino allí donde empieza, y esto debe entenderse. 


Reitero: estamos en un mundo globalizado, donde la comunicación también es globalizada. 
En ese marco, algunos de los artículos que figuran en este proyecto de ley pueden perjudicar 
muchísimo lo local. A su vez, lo que debía regularse, ya fue regulado o, mejor dicho, autorregulado. 


SEÑORA SAAVEDRA.- Les vamos a dejar una copia del Código de autorregulación -mencionado por 
la señora Lussich y el señor Marqués- que, tal como se señala en el documento, recoge todos los 
lineamientos de la Cámara de Comercio Internacional y se mantiene permanentemente actualizado por 
nuestro contacto con Latinoamérica y Europa. 


Además contamos con un sitio Web -mencionado en el propio Código- al que los señores 
Senadores pueden acceder para encontrar mayor información, incluso acerca de los casos que hemos 
tratado hasta ahora. 


Por otro lado, debemos destacar que cuando se elaboró el proyecto de ley sobre Defensa al 
Consumidor, AUDAP fue convocada y también colaboró, porque siempre, históricamente, se ha 
preocupado por atender los derechos de los consumidores. 


Es cuanto quería manifestar. 
Si los señores Senadores desean ampliar cualquier información, estamos a las órdenes 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera saber si todas las empresas del ramo están asociadas a la 
Asociación Uruguaya de Agencias de Publicidad. 


SEÑORA LUSSICH.- No, señor Presidente. 


La Asociación nuclea a 33 socios -que manejan aproximadamente el 80% de la inversión 
publicitaria- y está conformada de la siguiente manera: un tercio de agencias que tienen menos de 
nueve personas, un tercio que tienen más de nueve y el otro tercio que tienen más de veinte. Es decir 
que la estructura es bastante diversa en cuanto al tipo de asociados; la mayoría son de Montevideo; 
obviamente son los más profesionales y son los que han firmado este Código, porque esa es una de 
las condiciones impuestas para ingresar a la Asociación. 


Por otro lado, cuando hablamos del tema de las promociones omitimos decir que el 80% de 
toda la inversión publicitaria está destinado a promociones y, el 20%, a publicidad de marca. Entonces, 
el 80% de la publicidad que actualmente vemos en nuestro país -ya sea dirigida a adultos, 
adolescentes o niños- son promociones. 


SEÑOR MARQUÉS.- Cuando hablamos de “promociones” nos referimos, fundamentalmente, a 
promociones de precios. 


Respecto a la pregunta que formuló el señor Presidente, quiero agregar que las 33 -o 32- 
empresas mencionadas son las empresas “madre”, las cuales, a su vez, tienen otras compañías; hago 
esta aclaración porque alguien puede decir que en el mercado no hay solo 32, sino más. Todas están 
bajo el mismo Código de Ética. 


SEÑORA LUSSICH.- Es muy importante saber que actualmente la mayor parte de la inversión 
publicitaria está concentrada en promociones. 


Además, en varias oportunidades hemos hablado con el Comité Técnico acerca de que el 
proyecto de ley solo es de aplicación a la televisión nacional y a los medios nacionales, y se ha 
estudiado que más del 60% o 70% del tiempo de exposición de un niño o un adolescente está en el 
cable o en internet, justamente los medios que no van a poder ser regulados. Este tema no se ha 
podido resolver y, por esa razón, creemos que sigue siendo muy inequitativo, sobre todo si pensamos 
en los anunciantes que no pueden acceder a comprar medios desde el exterior y que van a estar 
regulados por esta norma, mientras que para los que están por fuera, a través de internet o del cable 
perfectamente podrán promocionar sus productos a niños y adolescentes. Este es un punto clave. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos infinitamente agradecidos por la información que nos han brindado. 
No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Es la hora 18 y 25 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


